
“Se modifica el artículo 29 para determinar que el sujeto pasivo, cuando se 
trate de escrituras de préstamo con garantía hipotecaria, será el prestamista, 
estableciendo así una excepción a la regla general establecida en el párrafo 
primero del propio artículo 29.” 
 

El artículo 29 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, es claro, 
diáfano y entendible sin posibilidad alguna de mala interpretación del mismo. Dice, 
 

“Será sujeto pasivo el adquirente del bien o derecho y, en su defecto, las 
personas que insten o soliciten los documentos notariales, o aquellos en cuyo 
interés se expidan.” 
 

Por lo tanto: 
 
- en la compra de un inmueble el sujeto pasivo es “el adquiriente del bien”, el 

comprador, 
 

- en la constitución de una garantía hipotecaria el sujeto pasivo es “el adquiriente 
del derecho”,  la entidad acreedora, 

 

- en la compra de un inmueble,  los que “insten o soliciten los documentos 
notariales, o aquellos en cuyo interés se expidan” serán los sujetos pasivos, es 
evidente que será el comprador, y 

 

- en la constitución de una garantía hipotecaria aquél que “inste[n] o solicite[n] los 
documentos notariales, o aquél[los] en cuyo interés se expidan” no puede ser 
otro que el acreedor o, lo que es lo mismo, la entidad financiera. 

 

¿Entonces, a que ha venido todo este paripé entre el Poder judicial y el ejecutivo?, 
pues muy sencillo, el intentar tapar a toda costa uno de los mayores complots 
económicos, sino el mayor, que se estableció en este país hace decenios en contra 
de la ciudadanía. Maquinación financiero-política, que con ayuda de otros 
estamentos, como el notarial y el registral, han esquilmado los bolsillos de millones 
de clientes-prestatarios. 
 
Lo triste es que no ha existido hasta ahora el medio de comunicación con los 
suficientes `bemoles´ para destapar esta gigantesca trama, de exprimir y 
empobrecer al ciudadano, y que al final nos veremos obligados a destapar en estas 
páginas. 
 
La razón que justifica el enorme poder que tienen las entidades financieras en este 
país y la compra de voluntades, de todo tipo, que ha supuesto esa execrable forma 
de actuar, repartiendo decenas de miles de millones entre los intervinientes del 
contubernio. 
 


